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El Dr. DANIEL E. STORTINI dijo:



1º) En el marco de un proceso sumarísimo, la empresa actora obtuvo sentencia de primera instancia parcialmente favorable en cuanto la autorizó a aplicar cuatro días de suspensión disciplinaria al trabajador demandado, el cual goza de la garantía sindical que prevé la ley 23.551, aspecto este último sobre el que no discrepan los litigantes en esta alzada (fs. 320/322).



Contra ese decisorio recurre el demandado (fs. 323 y fs. 328/329), cuyos agravios han merecido crítica adversaria (fs. 334). También la letrada apoderada del demandado apela los honorarios que le fuesen regulados por estimarlos reducidos (fs. 324).



2º) Anticipo que a mi ver la sentencia de primera instancia debe ser revocada.



La mentada ley sindical contempla un particular sistema de “propuesta” por el cual el empleador, previo a suspender o despedir o modificar las condiciones de trabajo, debe acudir al juez laboral a través de un juicio sumarísimo para que lo autorice a tomar alguna de esas medidas.



He sostenido como juez de la anterior instancia, y aquí es válido reiterarlo, que el empleador que pretende disponer una medida disciplinaria al trabajador amparado por la tutela de la ley gremial, le corresponde detallar en su demanda, de modo claro y preciso, los hechos que la sustentan y, además, precisar el pertinente plazo de duración de la medida (es decir, el plazo “fijo” al que alude el art. 218 L.C.T.).. 



Una vez invocados en el escrito inicial los hechos en apoyo de la pretendida suspensión disciplinaria con más la indicación del pertinente lapso “fijo” de duración, al juez le incumbe determinar  -ya finalizada la sustanciación del juicio sumarísimo-  si media o no “justa causa” para aceptar la propuesta del empleador y, en caso afirmativo, excluir al representante sindical de su tutela para que así el empleador esté habilitado para la aplicación de la medida.  Pero no es válido que el órgano judicial unilateralmente resuelva  -por su propia iniciativa-  una medida de una duración diferente a la peticionada por el empresario (de mayor o menor duración e incluso el despido) porque, en ese supuesto, el juez habría asumido una facultad que no le es propia sino que le cabe al empleador en ejercicio de sus facultades de organización y dirección  (arts. 64, 65 y 67 L.C.T.).



Precisamente es lo que ha acontecido en el caso que aquí se trata a poco que se aprecie que la empresa actora, sobre la base de los presupuestos fácticos que denunciara, expresamente peticionó una suspensión disciplinaria “…de 10 días…” de duración (fs. 15 vta.), aunque el señor juez que me ha precedido, al considerar probados dos hechos atribuidos al actor y no los restantes, redujo el plazo de suspensión y lo fijó en su sentencia en cuatro días.



3°) Lo dicho es suficiente, a mi ver, para revocar el fallo. Pero de otro modo, aun soslayando lo explicitado precedentemente, se advierte que las “dos faltas” incurridas por el trabajador (de “menor entidad” como las calificó el juez) no constituyen  -en el caso-  la “justa causa” para suspender por ese plazo que se estableció en el pronunciamiento (art. 218 L.C.T.).

 

Obsérvese, en ese aspecto, que las medidas disciplinarias deben ser “proporcionadas a las faltas o incumplimientos” del trabajador (art. 67 ídem). Y desde esa óptica legal, las dos inobservancias del trabajador probadas en juicio (las restantes fueron desechadas en el pronunciamiento del “a quo”) como han sido el uso de la computadora para consultar el resultado de laboratorio de un paciente utilizando una clave anterior que no había sido desactivada y además la ausencia sin aviso ni justificación del día 12 de marzo de 2010 (con turno de dos horas), no tornan razonable desplazar la tutela gremial del caso para autorizar una suspensión de cuatro días de extensión al no objetivarse en la especie la debida proporción entre esos incumplimientos y el lapso de duración de la suspensión (arts. 67 y 218 L.C.T.).



4°) La propuesta de este voto conduce a dejar sin efecto lo resuelto en grado sobre costas y honorarios (art. 279 CPCCN) y por ende deviene innecesario pronunciarse sobre lo apelado en relación.  



En ese sentido, postulo que las costas de ambas instancias se impongan a la empresa actora vencida en la contienda (art. 68, primer párrafo, CPCCN) con regulación de los honorarios de primera instancia para la representación letrada de la empresa actora en la suma actual de $ 5.400 y los del trabajador demandado en la de $ 6.900 (art. 38 y cctes. ley arancelaria).



Voto, en consecuencia, por: 1) Revocar la sentencia recurrida y consecuentemente rechazar la acción promovida por SILVER CROSS AMERICA INC S.A. contra F.R.A. 2) Dejar sin efecto lo resuelto en grado sobre costas y honorarios. 3) Regular los honorarios de primera instancia para la representación letrada de la empresa actora en la suma actual de $ 5.400 (pesos cinco mil cuatrocientos) y los de la representación del trabajador demandado en la de $ 6.900 (pesos seis mil novecientos). 4) Regular los honorarios de alzada para la representación letrada de la empresa actora y del trabajador demandado en el 25 %, a cada uno de ellas, que será determinado sobre lo que les ha correspondido por la anterior etapa (art. 14, ley arancelaria).



El GREGORIO CORACH dijo:



Por compartir los fundamentos del voto precedente, adhiero al mismo.



El Dr. ENRIQUE R. BRANDOLINO no vota (art. 125 L.O.).



Por lo que resulta del acuerdo que antecede, el Tribunal RESUELVE: 1) Revocar la sentencia recurrida y consecuentemente rechazar la acción promovida por SILVER CROSS AMERICA INC S.A. contra F.R.A. 2) Dejar sin efecto lo resuelto en grado sobre costas y honorarios. 3) Regular los honorarios de primera instancia para la representación letrada de la empresa actora en la suma actual de $ 5.400 (pesos cinco mil cuatrocientos) y los de la representación del trabajador demandado en la de $6.900 (pesos seis mil novecientos). 4) Regular los honorarios de alzada para la representación letrada de la empresa actora y del trabajador demandado en el 25 %, a cada uno de ellas, que será determinado sobre lo que les ha correspondido por la anterior etapa (art. 14, ley arancelaria). 5) Cópiese, regístrese, notifíquese y oportunamente devuélvase.

ANTE MI:

D.St.

